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Sumario:La pertinencia y relevancia de la investigación radica en el análisis en la 

implementación de políticas públicas para la defensa jurídica del Municipio y la protección 

de recursos públicos, por dos razones, la primera está relacionada con que en Colombia no 

se ha desarrollado el análisis de políticas públicas desde la implementación, los países más 

avanzados en este campo son Chile y México, este último documentado desde el servicio civil 

que sería lo más próximo al derecho, la segunda razón está relacionada con el análisis de 

políticas en el campo jurídico con implicaciones económicas que impactan la inversión 

social de manera directa, si bien las políticas públicas pasan necesariamente por la 

legalidad, y muchas veces dependen de ella, estudiar de manera específica la gestión jurídica 

y más de una entidad territorial se convierte en una herramienta por desarrollar y explotar 

para mejorar la capacidad institucional y proteger los recursos públicos escasos.   

Por lo anterior, el enfoque representa un diálogo político-administrativo permanente 

que se direcciona en la práctica y actividad estatal de gobernar las conductas de los 

hombres que lo representan, con una finalidad única de evitar demandas y erogaciones del 

Estado y la sociedad. Traducido al lenguaje de gestión pública, es reflexionar sobre la 

eficiencia y eficacia gubernamental, de tal forma que incorpore formas y racionalidades 

políticas en materia de responsabilidad patrimonial y pecuniaria de los servidores públicos y 

que prevengan esas actuaciones de manera cotidiana y permanente en el ejercicio de la 

actividad estatal de la defensa jurídica que, en últimas, es la garantía para la satisfacción de 

las demandas de los ciudadanos. 

 

Resumen: La investigación busca identificar la implementación y articulación de la defensa 

jurídica del Municipio de Bucaramanga con la gobernanza, como condición necesaria para 

el desarrollo de una forma de gobierno racional, que esté enfocada hacia quienes ejercen 

funciones estatales, a partir de estrategias de gobierno orientadas a la prevención de los 

servidores públicos y sus conductas, por medio de la ética y la gerencia pública. El trabajo 

presenta una introducción del contexto de desarrollo de la investigación, un marco 



conceptual, el proceso metodológico realizado, hace la exposición del caso de investigación, 

con un análisis de los resultados y, por último, presenta las conclusiones del estudio. 
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Abstract: The research seeks to identify the implementation and articulation of the legal 

defense of the Municipality of Bucaramanga with governance, as a necessary condition for 

the development of a rational form of government, which is focused on those who exercise 

state functions, based on government strategies oriented to the prevention of public servants 

and their behaviors, through ethics and public management. The paper presents an 

introduction of the context of development of the research, a conceptual framework, the 

methodological process carried out, the presentation of the case of analysis, with an analysis 

of the results and, finally, presents the conclusions of the study. 
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GESTIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA DE PREVENCIÓN DEL DAÑO 

ANTIJURÍDICO EN LA GOBERNANZA DEL MUNICIPIO DE BUCARAMANGA. 

 

 

INTRODUCCIÓN 

La gestión jurídica de las entidades gubernamentales y en general del Estado ha venido 

entrando en la agenda pública de manera paulatina y está llamando la atención en varios 

países latinoamericanos, esta preocupación cobra fuerzas dadas las implicaciones que este 

campo conlleva tanto en lo jurídico como en lo fiscal; este último, el que viene tomando cada 

vez más fuerza, al convertirse en un indicador de riesgo para la evaluación crediticia por parte 

de la banca multilateral. El origen de la preocupación se sustenta en los riesgos patrimoniales 



que representa perder los procesos judiciales y ser condenados a pagar cuantiosas 

indemnizaciones, lo cual estaría contrario al interés general y al servicio público.  

Algunos autores como Grafe (2014) consideran que este proceso “comenzó a hacerse 

notable en el contexto de las profundas reformas normativas e institucionales que tuvieron 

lugar en América Latina en las dos últimas décadas, y en particular las modificaciones legales 

que se introdujeron para extender el ámbito de los derechos públicos al conjunto de la 

ciudadanía”. Pero no solamente el aumento de las demandas se ha presentado por las 

reformas, es notable el aumento del conocimiento de la ciudadanía sobre sus derechos y el 

acceso a la justicia representa una opción para los ciudadanos con mayor eficacia que la 

reclamación ante los mismos funcionarios.  

Bajo estas consideraciones, es evidente la supremacía actual de la gestión jurídica del 

Estado para mitigar los peligros fiscales que representan las demandas, así como para 

aumentar los ingresos en los procesos en los que el Estado actúa como garante del interés 

general, es decir, como demandante. Así las cosas, el éxito de las oficinas y dependencias 

jurídicas estatales podrá evaluarse por la rentabilidad que producen, es decir, por la 

disminución de los costos de las pretensiones de las demandas judiciales, lo que determinará 

la eficacia en la totalidad del “ciclo de defensa jurídica” y, por supuesto, en los juicios 

debatidos ante los jueces. La manera más idónea para medirse es con las sentencias a su favor 

en las controversias ganadas por el Estado. Pero el Estado no siempre gana, puede perder, 

pero por un monto menor al que se había solicitado como pretensión económica al inicio de 

la demanda, bajo este entendido, se hace necesario tener en cuenta la eficacia de la oficina no 

solo por el éxito en la sentencia que pone fin al proceso judicial, también por la capacidad 

para proteger los recursos públicos al mitigar el monto del total de las pretensiones.   

La gobernanza está llamada al mejoramiento de la gestión pública en la relación 

ciudadano Estado y por ende, al mejoramiento de los resultados, de esta manera, pensar en el 

ámbito jurídico de esta relación es fundamental tanto por el acceso a la información, como el 

acceso a la justicia y la garantía que debe encontrar la ciudadanía de sus derechos en sede 

administrativa; del comportamiento de esta relación, es que el ciudadano definirá si la 

controversia o inconformidad encuentra resolución en la misma administración o si por el 

contrario, acude a la vía judicial. El acceso a los derechos por parte de la ciudadanía ha 

aumentado la demanda de estos en la reclamación de los mismos y, el acceso a las nuevas 

tecnologías, también ha permitido el aumento de las demandas ciudadanas que terminan en 

los estrados judiciales a partir del empoderamiento ciudadano y la incapacidad estatal de 

respuesta pronta y efectiva. 



Recordemos que las políticas públicas desde la óptica jurídica son las decisiones que 

de manera consciente y sistemática se han tomado para la inversión de recursos públicos a 

través de los instrumentos consagrados en la ley, y que fueron priorizadas en los gastos al 

estar relacionadas con un derecho o problema específico que se busca resolver. La defensa 

jurídica de las instituciones del Estado no se realiza de manera aislada de las actividades 

propias de la rama ejecutiva, es decir, del gobierno. “El hecho, acto, operación o decisión que 

da origen a un litigio proviene de una serie de actividades anteriores que se enmarcan dentro 

de las políticas públicas a cargo de una entidad pública” (IDS, 2014). 

Para el campo de la gestión jurídica y el daño antijurídico, la política pública se 

convierte en una alternativa de solución a las necesidades y problemáticas identificadas por 

los ciudadanos y que, necesariamente, requiere la destinación de recursos públicos plasmada 

en un instrumento legal que implica obligaciones y derechos en las áreas, administrativa o 

regulatoria para la eficiencia de la gestión pública. Es de recordar que la planeación y 

ejecución en la administración se hace con base en las prioridades técnicas, presupuestales y 

políticas. Aquí radica la importancia de la política de prevención, toda vez que se visualiza 

como la solución de los “problemas administrativos que generan litigiosidad e implica el uso 

de recursos públicos para reducir los eventos generadores de daño antijurídico, mejorando la 

gobernanza, protegiendo los recursos públicos y haciendo eficaz la gestión jurídica 

territorial” (Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 2014). 

Desde la óptica de los intereses del Estado, el daño antijurídico se considera como el 

detrimento, menoscabo o lesión que sufre el patrimonio de un persona a causa de la conducta 

de otro, en este evento ese “otro” es el Estado o la Administración Pública, que como 

resultado de la acción u omisión de las autoridades públicas que la representan, produce un 

daño que se califica como antijurídico en la medida en que el particular que es destinatario 

del mismo no tiene el deber jurídico de soportarlo.  

La prevención del daño antijurídico, ha sido entendida como las gestiones que se hace 

necesario realizar para identificar oportunamente posibles omisiones u acciones que generen 

responsabilidad a cargo del Estado o para evitar que por las mismas causas que se ha 

generado una responsabilidad, produzcan a mediano plazo, nuevas obligaciones a cargo de 

las Entidades Estatales. 

El Municipio como ente territorial estatal, es responsable patrimonialmente por los 

daños antijurídicos que ocasione a los particulares, tal como señala la norma constitucional 

por acción o por omisión de sus entidades en el nivel central que es el caso de estudio. Bajo 

este entendido, prevenir el daño antijurídico desde la secretaría jurídica de la Alcaldía de 



Bucaramanga, debe permitir la solución de problemas administrativos que generan demandas 

en contra de la entidad e implican el riesgo de los recursos públicos al perder el proceso 

judicial y conlleva, necesariamente, la mitigación de las causas que originan ese daño 

antijurídico.  

 

 

METODOLOGÍA.  

Para orientar el proceso de análisis se formuló la pregunta de investigación; ¿Qué resultados 

ha alcanzado la implementación de la política de prevención del daño antijurídico en los 

últimos nueve años (2007-2016) en la administración central de la alcaldía de Bucaramanga y 

si esta ha logrado proteger los recursos públicos de inversión para la satisfacción de las 

demandas ciudadanas?   

La metodología presenta una introducción del contexto de desarrollo de la 

investigación, un marco conceptual, la exposición del caso de análisis, un análisis de los 

resultados y por último, las conclusiones del estudio. 

Este trabajo de investigación se realiza bajo los parámetros de los estudios de caso 

explicativo, el cual uno de sus mayores exponentes es Robert Yin (1994) quien manifiesta 

que este tipo de metodología es la mejor a utilizar cuando la pregunta de investigación se 

formula en los términos de: “dónde”, “cómo”, “quién”, “qué” y “por qué”, aunado a que la 

investigación esté relacionada con un caso de la vida real, que sucedió y que tiene un periodo 

de análisis determinado (p. 1.). Con mayor precisión, describe el caso de estudio explicativo 

como: “aquel en que el análisis permite identificar la mejor explicación —entre explicaciones 

alternativas— sobre un cierto conjunto de eventos, la que luego puede aplicarse a situaciones 

similares dentro del mismo fenómeno” (Yin, 1994, p. 5). Aquí la expresión “caso” tiene el 

siguiente significado: “experiencias en las cuales los eventos involucran formulación de 

intervenciones que pueden llevar a cambios en las políticas de gestión pública”. (Barzelay et 

al, 2003, p. 23) 

El trabajo busca identificar los resultados en la implementación de la política de 

prevención del daño antijurídico en la administración central del municipio de Bucaramanga 

durante los periodos de gobierno comprendido entre el 2007 a 2011, 2012 a 2015 y el primer 

año de gobierno del periodo 2016 a 2019, así como si se han logrado proteger los recursos 

públicos de inversión para la satisfacción de las demandas ciudadanas. 

Los Objetivos de Investigación que se plantearon para dar respuesta a este estudio 

fueron, como objetivo general: identificar los resultados que ha tenido la implementación de 



la política de prevención del daño antijurídico en los últimos nueve años (2007-2016) en la 

administración central del municipio de Bucaramanga, y si esta ha logrado proteger los 

recursos públicos de inversión para la satisfacción de demandas ciudadanas.  

Como Objetivos específicos, se propusieron tres: 1). Determinar los cambios 

implementados en la administración central para la prevención del daño antijurídico en el 

municipio de Bucaramanga dentro del periodo de análisis; 2). Identificar si la 

implementación de la política de prevención del daño antijurídico en la administración central 

del municipio de Bucaramanga protegió los recursos de inversión para la satisfacción de las 

demandas ciudadanas; 3). Establecer las lecciones aprendidas que permite mejorar la 

implementación de la política de prevención del daño antijurídico en el municipio de 

Bucaramanga. 

 

 

RESULTADOS 

A nivel mundial, la principal unidad de prestación de servicios públicos en lo urbano se 

conoce como municipio o municipalidad, en lo micro, toma cada vez más importancia para 

los procesos de desarrollo y fomento de la democracia, lo cual permite que se mejore la 

gobernanza y la gobernabilidad, las cuales se han vuelto imprescindibles para la construcción 

colectiva y la articulación de diversos actores en pro de encontrar soluciones a problemas 

complejos y a mejorar la respuesta que se puede tener desde las administraciones para que el 

bienestar de la ciudadanía sea generalizado; es por ello que la participación y articulación con 

diferentes formas de organización social se ha convertido en una necesidad obligatoria para la 

toma de las decisiones en la administración pública, mejorando los procesos de investigación, 

análisis, construcción colectiva, especialmente con la academia, generando una 

transformación y fortalecimiento de los gobiernos locales que permita que el ejercicio 

responda de manera eficiente al interés público, que se potencialicen las riquezas de cada 

territorio, que se fortalezca la participación ciudadana para que de manera directa y activa se 

materialice la construcción del Estado desde la unidad más básica para ello.  

“La gobernanza como guía de la interacción entre actores interdependientes supone 

una modificación de las relaciones entre el Estado y la sociedad permitiendo hacer frente a 

los numerosos intereses, recursos y visiones que los diferentes actores ostentan. La 

gobernanza significa una nueva forma de gobernar más cooperativa en la que las instituciones 

públicas y las no públicas, actores públicos y privados, participan y cooperan en la 

formulación y aplicación de la política y las políticas públicas" (Martínez, 2005) 



La gobernanza en su definición común habla de las formas mediante las cuales los 

ciudadanos toman decisiones en acción colectiva sobre la provisión de bienes y servicios 

públicos, procurando su bienestar y el mejoramiento de la calidad de vida de todos los 

asociados.  

El Banco Mundial indica que la gobernanza es entendida como la manera en que se 

ejerce el poder en relación con la gestión de los recursos sociales y económicos de un país 

para el desarrollo. (Bank, 1992) 

Analizar el caso de Bucaramanga se hace relevante porque la ciudad hace parte de las 

cinco principales ciudades del país, y tiene un presupuesto anual que supera los novecientos 

mil millones de pesos según el presupuesto aprobado por el concejo municipal para la 

vigencia 2017, pero en la actualidad, el contingente judicial tiene en riesgo cuantificado de 

ciento noventa y un mil seiscientos treinta y nueve millones cuatrocientos noventa y siete mil 

cuatrocientos cuarenta pesos ($191.639.497.440. Cifra entregada por la Secretaría Jurídica 

del Municipio de Bucaramanga en respuesta a la solicitud de información), lo cual representa 

casi un 40% del presupuesto de inversión del municipio y prende todas las alarmas en materia 

fiscal, pues son los sectores menos favorecidos y las poblaciones más vulnerables quienes se 

verían afectados en la imposibilidad de invertir en ellos por perder las demandas.  

Otra razón que lo hace objeto de estudio consiste en que fue de los primeros entes 

territoriales que realizó un cambio en la estructura institucional y transformó la Oficina 

Asesora Jurídica en Secretaría Municipal, esto no es un asunto menor, pues darle esta 

categoría le permite discutir el presupuesto directamente con el Alcalde, entrar en la agenda 

de gobierno, tener presupuesto propio y definir las estrategias jurídicas de la entidad, aunado 

a estar en el rango de primer nivel de gobierno y contar con las herramientas institucionales 

para mejorar la gobernanza y construir las políticas públicas que requería el municipio en 

materia de la gestión de la defensa jurídica.   

La Secretaría Jurídica del Municipio de Bucaramanga, es una dependencia de gestión, 

orientación y apoyo jurídico a la Administración Municipal que define marcos de política 

pública en relación con la prevención del daño antijurídico. 

El propósito de la Secretaría Jurídica de Bucaramanga es prevenir en su totalidad la 

ocurrencia de cualquier posible situación interna o externa que le pueda implicar 

responsabilidades jurídicas al Municipio con efectos patrimoniales y/o demandas que 

impliquen para la entidad, no solo costos de carácter monetario, sino también humanos y 

técnicos, por ello de acuerdo con la metodología propuesta por la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado, en el presente análisis, se acoge el procedimiento a seguir para 



la formulación, evaluación e implementación de una política de prevención del daño 

antijurídico en la secretaría jurídica enfocada a la observancia permanente de la normatividad 

vigente y a la realización reglada de cada una de las actuaciones de los funcionarios de las 

diferentes áreas de la Alcaldía. 

La Secretaría Jurídica dentro de sus acciones de mejora ha dado la importancia y 

relevancia que corresponde a la Acción de Tutela. Asume la defensa del Municipio (salvo en 

aquellos asuntos que son del resorte propio de cada secretaría) y dentro del respecto y 

acogimiento al ordenamiento legal, propone sus tesis ante la Jurisdicción. Si bien hay una 

efectividad en la defensa, también hay que revisar lo referente a los derechos de petición, 

pues esto es un asunto que se puede resolver en la gestión gubernativa sin necesidad que vaya 

a la rama judicial. Algo para resaltar en esta materia es que esa efectividad para tener 

decisiones a favor, desincentiva a los ciudadanos para que interpongan acciones 

constitucionales en contra del municipio al saber que tienen un alto grado de perdida de los 

procesos, por otra parte, es muy importante que el municipio a través de los argumentos 

utilizados para su defensa en los estrados judiciales, ha consolidado precedente 

jurisprudencial en las sentencias favorables que puede utilizarlo en casos similares. El mayor 

número de acciones están para la garantía de los derechos al espacio público y de las personas 

en condición de discapacidad, relacionado con el espacio público, se requiere la texturización 

de los andenes para que sirvan de guía y permita el uso, goce y disfrute del espacio público 

de esta población; las demás acciones están relacionadas con infraestructura, que representan 

el 97% de las acciones y tan solo el 3% relacionadas con salud pública.   

Actualmente se adelantan 15 procesos de repetición, muy pocos antecedentes de éxito 

tienen estas acciones en la ciudad, pues como lo señala la norma, hay que demostrar la actitud 

dolosa o gravemente culposa y eso es complejo de demostrar ante un proceso judicial, es por 

ello que, en la mayoría de los casos, no se logra probar y terminan absueltos de cualquier 

responsabilidad. La manera como el municipio operacionaliza las políticas públicas es a 

través de la contratación, es por ello que este componente resulta de vital importancia dentro 

de la estructura de la administración, y a su vez, la contratación dinamiza la economía de la 

ciudad pues ninguna empresa tiene la capacidad de contratación que tiene el municipio. Es la 

que mayor cantidad de personal puede contratar por anualidad y no solo personal, tanto en la 

adquisición de bienes y servicios es fundamental para mover las actividades comerciales en el 

territorio.  Para la administración actual, centrada en la Gobernanza, ha sido fundamental este 

proceso al contar con que en los procesos de contratación predomina la transparencia, lo cual 

sería objeto de otro estudio, pero para el caso que nos ocupa, que es el de la prevención del 



daño antijurídico, parece demostrar que la contratación permite la pluralidad de oferentes, la 

participación en igualdad de condiciones de los interesados y se garantizan los derechos 

dentro del proceso contractual. Cabe resaltar que es muy bajo el número de procesos 

contractuales adelantados.  

Conforme a la discriminación del consolidado de acciones contencioso 

administrativas, la mayor cantidad de controversias judiciales se dirigen a atacar a través de 

Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho los actos administrativos de carácter 

general o particular expedidos por la Administración Municipal, encontrando un equivalente 

a 323 demandas en esta modalidad. De igual forma, llama la atención que el siguiente 

indicador más alto dentro del contingente judicial del municipio es la responsabilidad por 

acción u omisión de la Administración, lo cual se traduce en la existencia de 89 Acciones de 

Reparación Directa. 

Del total de las 2109 Acciones Constitucionales, 1795 corresponden a acciones 

populares y 7 a acciones de cumplimiento, lo que significa que de manera reiterada y 

constante la Administración Municipal incurre en acciones u omisiones que vulneran los 

derechos colectivos de la población de Bucaramanga. 

Para el caso de las Acciones de Grupo resulta preocupante que las principales razones 

por la cuales se instauran estas acciones, 90% aproximadamente, corresponden a la invasión 

del espacio público y a la inexistencia de infraestructura adecuada para los discapacitados. 

Claramente el Municipio de Bucaramanga no tiene una política adecuada para el manejo y 

adecuación del espacio público y carece de la infraestructura necesaria para atender las 

necesidades de los discapacitados. 

Para finales del periodo de gobierno de 2012 a 2015 es notoria la manera como se 

abordó el contingente de acciones populares, tanto que las redujeron de manera significativa 

y el informe de empalme de 2015 manifestó que: para las acciones populares, se tiene un 

contingente de 512 acciones en curso, después de recibir del gobierno anterior 1795 acciones 

en trámite según el informe de la comisión de empalme. Esa disminución del contingente no 

se debió a nada distinto que a contratar abogados para que las atendieran, pero no a 

directrices específicas de fortalecimiento institucional o a modificaciones en la estructura de 

la administración municipal dado que no se estructuró una estrategia que permitiera los 

resultados, sino que coincidió con el cambio normativo y la eliminación del incentivo 

económico, lo que conllevo a una disminución en el número de demandas instauradas en 

contra del municipio.  



El Comité de Conciliación del Municipio de Bucaramanga, sintetizó de manera 

puntual los temas que dan origen a las causas generadoras de conflicto judicial, por lo tanto 

ésta instancia administrativa ha considerado que es oportuno plantear unas recomendaciones 

y formular políticas de obligatorio cumplimiento con el fin de fijar una posición institucional 

sobre los casos más recurrentes y de ésta forma implementar un comportamiento macro 

institucional de actuación pública tendiente a evitar la ocurrencia de daño antijurídico. 

Es así como las políticas públicas en general y las de prevención del daño antijurídico 

en particular, se convierten en los instrumentos idóneos para la solución de problemas que 

afectan las entidades estatales. Este estudio, al recolectar la información de las fallas 

permanentes que ocasionan daño antijurídico y que se requiere prevenir o mitigar dado el 

impacto en la litigiosidad, evidencia las falencias en las cuales se deberían concentrar los 

esfuerzos de la Secretaría Jurídica del Municipio de Bucaramanga y, aplicar las mejores 

técnicas y herramientas a disposición para la implementación de la prevención en las causas 

que son las que pueden afectar los resultados por la pérdida de procesos y redundar en 

condenas, indemnizaciones y pagos de sentencias que afectaran a todos los ciudadanos; 

especialmente, a aquellos que necesitan de mayor inversión dadas sus condiciones de 

vulnerabilidad. 

No son menores los retos que debe afrontar la alcaldía de Bucaramanga para la 

defensa de los intereses públicos, dados los elementos de análisis utilizados en este trabajo se 

hace necesario desglosar en cada uno de ellos los retos que se nos presentan y que se deben 

tomar como bitácora para el porvenir en la administración pública.  

Los hallazgos de esta investigación son:  

• Un logro muy importante consiste en la transformación institucional al pasar de ser 

una oficina asesora a constituirse en secretaría de despacho, si bien cambio en estructura 

institucional, los cambios de gobierno y de personal impidieron la trascendencia de la 

transformación.   

• El Programa de Prevención del Daño Antijurídico logró difundir el conocimiento y 

la obligatoriedad de la aplicación de las normas legales que reformaron algunos temas como 

el caso de la eliminación del incentivo en las acciones populares, pero no diseño una 

estrategia que fuera más allá de los temas del día a día ni le apostó a la gestión del 

conocimiento jurídico de cara a que es la oficina de abogados más grande de la ciudad. 

• El Programa de Prevención del Daño Antijurídico logró en el último periodo de 

gobierno implementar unas capacitaciones para los abogados, pero estas no han superado la 



temática contractual y se queda corta frente a las necesidades en las demás áreas del derecho, 

por ejemplo, en lo referente a Nulidad y Restablecimiento del Derecho y Reparación Directa.  

Demandas por daños antijurídicos prevenibles en sede administrativa porque precisamente 

demandas las actuaciones de la entidad.  

• En la actualidad logra expedir actos administrativos que pretenden poner en la 

agenda de la administración la necesidad de diseñar políticas de prevención del daño 

antijurídico, pero la implementación es escasa y desborda la cotidianeidad de la entidad, por 

lo tanto, no se puede consolidar más allá del momento específico en el que hay que aplicar 

una norma. 

• El Programa de Prevención del daño Antijurídico no refleja la realización de un 

diagnóstico serio que haya permitido a la Administración Municipal evaluar las causas del 

contingente judicial y tomar las medidas necesarias para reducirlo, esto impide la toma de 

decisiones y que se realicen avances significativos en los demás pasos necesarios para 

afrontar las deficiencias institucionales presentadas.  

• El Programa de Prevención del Daño Antijurídico que desarrolló la administración 

saliente no implementó una estrategia de defensa judicial de los intereses del estado acorde 

con los retos que le planteaba frente a lo que recibió, simplemente los atendió desde la 

perspectiva tradicional del derecho en el sentido de lo reactivo, solamente atendieron las 

demandas que cursaban en su contra y los nuevos que se le presentaban; pero un logro 

importante fue contratar un grupo de abogados específico para atender las acciones populares 

que representaban el contingente con mayor número de demandas en contra de la 

administración. 

• El Programa no diseñó ni implementó las políticas o directrices que se requerían 

para corregir las causas que están dando lugar al contingente judicial existente, y, por ende, 

resulta insuficiente en las labores de prevención del daño antijurídico. Mientras se realizaba 

esta investigación, se presenta la demanda más grande contra una entidad pública en la 

historia de la ciudad, dado que las pretensiones económicas representan más de 500 mil 

millones de pesos, eso en términos financieros representa más del 50% del presupuesto anual 

de la administración municipal.  

• Los resultados obtenidos con el Programa de Prevención del Daño Antijurídico de 

la Administración Central, no reflejan los recursos invertidos en su desarrollo e 

implementación, en periodos anteriores porque se concentró en contratación de personal y en 



la actual, el recorte fue sustancial y no tiene focalizado el fortalecimiento o la priorización de 

ésta área, es decir, no es prioritaria la protección de los recursos públicos. 

• Durante el desarrollo del Programa de Prevención del Daño Antijurídico de la 

Administración, no se ha avanzado en la consolidación de un equipo de profesionales 

especializado en la defensa de los intereses del Estado y el personal con el que cuenta 

actualmente es insuficiente para atender el contingente judicial existente. 

• En términos financieros o de protección de los recursos públicos, no se logra bajar 

el contingente judicial en los años analizados y por ende el valor de las pretensiones va en 

aumento, es por ello que los valores enunciados en la exposición del caso de estudio varían 

de manera significativa, en tan solo el último año, el contingente judicial aumentó en más de 

30 mil millones de pesos.   

En términos comparativos, dentro de las tres administraciones que cubren el periodo 

analizado, lo que se habría esperado del Programa de Prevención del Daño Antijurídico dados 

los retos que representaba y el resultado efectivamente obtenido (acorde al informe 

presentado), puede decirse que la Administración Municipal avanzó en un 20% de las metas 

requeridas, lo cual determina un nivel de implementación muy bajo para el valor de las 

pretensiones del contingente judicial que representa el 25% del presupuesto de la entidad 

municipal. 

El ejercicio fundamental que se debe adelantar en virtud de una administración 

pública eficiente, con altos niveles de gobernanza, que busque proteger el interés general del 

patrimonio público es  contrarrestar esta problemática, lo cual consiste en fijar pautas que 

eviten el daño patrimonial de los administrados y el desarrollo de una adecuada defensa de 

los intereses estatales; para ello deben identificarse las actuaciones de la Administración 

Pública, dicho de otra forma, debe implementarse una Política de Prevención del Daño 

Antijurídico que proporcione las herramientas preventivas y las estrategias de mitigación de 

riesgos que requiere particularmente el Municipio para la defensa de sus intereses y los 

recursos de inversión en los menos favorecidos. 

La actual administración, elegida para el periodo de gobierno 2016 – 2019 ha 

generado un riesgo para las finanzas públicas por el manejo que ha establecido en las cuentas 

pendientes por pagar de tesorería del año 2015 y, se ha aumentado el número de demandas, 

con lo cual han optado por entrar en procesos de reestructuración financiera con el Ministerio 

de Hacienda (Diario El Espectador, 2016) para contener los litigios, específicamente los 

embargos de los recursos en virtud de los procesos ejecutivos que han interpuesto en contra 



de la administración. Según información que sustenta el Decreto 055 de 2017 “Programa de 

saneamiento fiscal y financiero del municipio de Bucaramanga”, respecto a la vigencia 2015, 

por concepto de pasivos contingentes provenientes de demandas judiciales en su contra, están 

en juego cerca de $178.518.000.000, los cuales tienen un alto riesgo en contra del municipio, 

motivo que hace fundamental adelantar la valoración de las mismas y prever una afectación a 

las finanzas y una adecuada atención de ese contingente judicial. 

También será sustancial la revisión normativa y la articulación con las normas 

municipales que permita mejorar el acceso a la información de los ciudadanos y de los 

abogados y litigantes de la entidad para el mejoramiento de la Gobernanza, es necesario 

recordar aquí que para los fines del presente trabajo, el concepto de gobernanza tiene un 

tratamiento amplio porque se aborda desde dos perspectivas, por un lado lo que pasa al 

interior de la entidad territorial en materia de organización para la prevención del daño 

antijurídico y por otra se aborda desde las aspiraciones de los ciudadanos de Bucaramanga, es 

decir, desde las demandas y el presupuesto de inversión con que cuenta el municipio para 

atender esas demandas y las afectaciones que puede tener por las sentencias que tenga que 

pagar por no afrontar el contingente judicial de manera estratégica, que libere los recursos a 

partir de la defensa y que mitigue los riesgos para que la inversión llegue lo más alta posible; 

Esto es lo que hace que el concepto de gobernanza sea central en el trabajo, porque representa 

la preocupación porque la gestión jurídica sea efectiva y por ello es fundamental la 

PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO, para que el municipio pueda disminuir las 

pretensiones económicas de los demandantes judiciales, deje de gastar dinero en el pago de 

sentencias por la ocasión de daños antijurídicos y pueda destinarlos a las inversiones que 

logren resolver necesidades ciudadanas. Lo anterior implica una visión de la gobernanza más 

holística, más integral que lo que tradicionalmente se aborda para las cuestiones de la gestión 

pública y la participación ciudadana.  

 

 

CONCLUSIONES 

Del análisis realizado a la administración municipal de la ciudad de Bucaramanga, se puede 

colegir que actualmente los resultados en la implementación de la política de prevención del 

daño antijurídico son mínimos, si bien mejoraron la estructura de la administración en el 

cambio de Oficina Jurídica a Secretaría de Despacho, lo que permitió tener una mejor 

estructura en la distribución de funciones y se expidieron protocolos que pretendían mejorar 

la distribución de cargas laborales y funciones, el avance en la implementación se vio 



debilitado, toda vez que el cambio de gobierno y por ende de varios de los abogados que 

trabajaban allí no continuaron en la nueva administración impidiendo que los procesos 

iniciados se consolidaran o perduraran en el tiempo.    

Las lecciones aprendidas permiten identificar deficiencias en el manejo de la 

información y la gestión del conocimiento, que no cuentan con la cuantificación de las 

pretensiones de las demandas, lo que resulta un insumo sustancial para la estrategia de 

abordaje del contingente judicial existente, que no tienen articulación en la gestión jurídica y 

no se ha sistematizado el éxito en los procesos judiciales, es decir, la entidad desconoce los 

fundamentos por los cuales ha ganado las demandas en las que ha ganado, lo cual está 

directamente relacionado con la forma de contratación de los abogados que atienden el 

contingente judicial y el uso de herramientas tecnológicas es mínimo frente a las opciones del 

mercado para la eficiencia jurídica de la administración pública. Por lo anterior, se requiere 

mejorar el control de los riesgos que representan las demandas en contra del municipio por 

las pretensiones económicas que ellas representan, mejorando la recolección de los datos y 

planteando el litigio ante los juzgados y tribunales de manera estratégica.  

La política de prevención del daño antijurídico dependerá del diseño institucional en 

el que se implemente, si bien es cierto la ANDJE ha diseñado un manual para la preparación 

de estas al interior de las entidades públicas, este no es un modelo unificado y que pueda ser 

aplicado sin tener en cuenta el contexto específico en el que se desenvuelve la realidad de 

cada entidad, pero es un esfuerzo por poner en la agenda pública, la necesidad de pensar los 

problemas jurídicos de otra manera, no simplemente de un operador que aplica una norma, 

sino que inspira a que los abogados se involucren más en el entorno en el que viven que va 

desde un estado social de derechos, pasando por los problemas de la ciudad en la que viven y 

trabajan, con el modelo de desarrollo plasmado en un acto administrativo que se llama plan 

de desarrollo y que operacionaliza a través de unas políticas públicas que pretenden la 

garantía de los derechos ciudadanos y la solución de los problemas, dándole prioridad a las 

poblaciones más vulnerables y necesitadas hasta la gestión jurídica al interior de una entidad 

pública. Es este el reto que se nos pone en frente, es esto lo que deben afrontar los 

profesionales del derecho cuando trabajan con la administración pública y cuando se toman 

en serio la posibilidad de defender los intereses públicos.  

En materia de gestión pública es necesario priorizar la gestión de la información, a 

juzgar por las dificultades y la manera como contestaron las solicitudes de información, 

podemos afirmar que este campo es prioritario para atender, además de representar un riesgo 

para el contingente judicial por la no contestación de las solicitudes de información, así sea 



de forma extemporánea; las nuevas herramientas de la gestión pública moderna que 

consideran que la atención a la ciudadanía es fundamental para la garantía de los derechos 

ciudadanos, aunado a que la información permite la toma de las decisiones y es pilar 

fundamental en el mundo jurídico tanto por el marco normativo como por que las decisiones 

que se toman, todas están en actos administrativos judicializables, es por ello que la 

información y su gestión es la que permite conocer, planificar, decidir, implementar, evaluar, 

corregir, mejorar o desechar, es así que se puede mejorar la cotidianidad de la gestión 

jurídica.  

Por consiguiente, la implementación de las políticas públicas para la prevención del 

daño antijurídico se convierte en un espacio para la participación ciudadana. “El hecho de 

que se logren resultados productivos de esta sinergia entre Estado-Sociedad no representa un 

resultado que, por sí mismo, sea debido a la eficiencia de los acuerdos para emprender tareas 

conjuntas en la administración municipal, sino que constituye un resultado posible en virtud 

del marco institucional democrático en el cual se desarrolla esta política”. (Agencia Nacional 

para la Defensa Jurídica del Estado, 2013)  

Finalmente, con la implementación de las estrategias propuestas la mayor beneficiada 

será la ciudadanía y en un lugar superior la Gobernanza, pues aquí el reto será que la 

secretaría jurídica en particular y la alcaldía en general, promuevan la transparencia y la 

rendición de cuentas en el manejo de los litigios de mayor impacto y que afectan el interés 

general, facilitando información sobre el avance de los procesos, pero, principalmente, sobre 

las pretensiones y sus fundamentos. 
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